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TEXTO DEL DICTAMEN

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I

Se somete a dictamen de este Consejo Consultivo la propuesta de declaración de nulidad del acuerdo de 27 de

mayo de 2003 de la Comisión de Gobierno del Ayuntamiento de Almuñécar (Granada), por el que se concedió

licencia a la mercantil “G., S.L.”, para la construcción de diez viviendas, garajes, trasteros y piscina en la calle

Cuesta de los Pinos de la citada localidad.

La  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  Reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local,  reconoce  la  potestad  de  las

Corporaciones Locales de revisar sus actos y acuerdos en los términos y con el alcance que, para la Administración

del Estado, se establece en la legislación estatal reguladora del procedimiento administrativo común [arts. 4.1.g) y

53], al igual que lo hace el artículo 218.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de

las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre.

La remisión a la legislación estatal conduce a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en cuyo ámbito de aplicación

se incluyen las Entidades que integran la Administración Local [arts. 1 y 2.1.c) de dicha Ley]. Concretamente, la

revisión de los actos en vía administrativa se rige por lo establecido en los artículos 102 a 106 de dicha Ley.

II

Realizadas las consideraciones precedentes, en cuanto al órgano competente para acordar la iniciación y resolver

el procedimiento de revisión de oficio, se ha de observar, en primer término, que no existe una previsión expresa

en la Ley 30/1992 ni en la Ley 7/1985 acerca del órgano competente para acordar la declaración de nulidad de un

acto administrativo, en términos generales, o de la Administración Local, en particular.

Ahora bien, considerando que el artículo 110.1 de la citada Ley 7/1985 precisa que el órgano competente para la

revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria es el Pleno de la Corporación, que la idea que subyace
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en  la  enumeración  de  los  órganos  competentes  de  la  Administración  del  Estado  en  la  disposición  adicional

decimosexta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del

Estado, es la de que la autoridad u órgano superior a quien haya dictado el acto es la competente para la revisión

de oficio, y que, conforme a los artículos 103.5 de la Ley 30/1992, y 22.2.k) de la Ley 7/1985, corresponde al

Pleno la declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento; considerando todo ello, ha de concluirse que la

competencia para la declaración de nulidad de pleno derecho de los actos del Ayuntamiento corresponde al Pleno.

Esta doctrina asentada del  Consejo  Consultivo  (dictamen 16/1998,  entre  otros),  no  ha sido alterada tras  la

reforma introducida por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre (dictámenes 69/1995, 26/2000, 13/2001, 330 y

353/2004), en cuanto a los municipios que no se pueden catalogar como municipios de gran población (Título X de

la Ley 7/1985), ya que para éstos el Pleno revisa sus propios actos [art. 123.1.l) de la Ley 7/1985] y el Alcalde los

suyos [art. 124.4.m) de esa Ley].

Al no ser éste el caso contemplado, la competencia corresponde, como se ha indicado, al Pleno, y así parece

haberlo entendido la Administración consultante, pues el inicio del procedimiento de revisión de oficio es acordado

por el Pleno y al Pleno se considera competente para la resolución del mismo en la propuesta remitida a este

Órgano.

III

Por lo que se refiere al fondo del asunto, la Administración propugna la nulidad de pleno derecho de la licencia

referida por incumplimiento de tipología edificatoria y de ocupación máxima de parcela. Tales razones se fundan

en el informe del Arquitecto Municipal, de 19 de junio de 2013, en el que se expresan las siguientes deficiencias

de que adolece el acuerdo en cuestión:

a) Incumplimiento de las determinaciones de tipología edificatoria del PGOU, puesto que la licencia autoriza la

construcción de una vivienda colectiva plurifamiliar, cuando el PGOU prevé para ese suelo vivienda unifamiliar

exclusiva o no exclusiva.

b) Incumplimiento de la ocupación máxima permitida (que es de un 20-25%), pues el acuerdo autoriza un 46% de

ocupación.

c) Incumplimiento de la edificabilidad máxima.

d) Incumplimiento de la altura máxima.

e) Incumplimiento de retranqueos.

No obstante lo anterior, en la propuesta de resolución no se especifica la causa de nulidad por la revisión de oficio

propugnada, ni tampoco resulta indicada a lo largo del expediente. A pesar de ello, dadas las razones expuestas,

es claro que la única causa de nulidad que podría operar es la prevista en la letra f) del artículo 62.1 de la Ley

30/1992,  conforme  a  la  cual  son  nulos  de  pleno  derechos  los  actos  administrativos  expresos  o  presuntos

contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieran facultades o derechos careciendo de los requisitos

esenciales para su adquisición.

La cuestión es, por tanto, si las circunstancias por las que la propuesta sostiene la nulidad, habilitan la causa de

nulidad prevista en la letra f) del artículo 62.1 de la Ley 30/1992, antes transcrita. Antes de resolverla, debe

recordarse, como este Consejo lo ha hecho en reiteradas ocasiones, recogiendo doctrina legal y jurisprudencial,

que las causas de nulidad de pleno derecho han de interpretarse restrictivamente, lo que no significa que (como

se dijera en los dictámenes 86 y 182/2005; 144, 543 y 598/2006; 286, 415, 534, 535 y 536/2007; 199, 201,

303, 556, 571, 590 y 770/2008; 63, 534, 563, 564, 565, 566 y 567/2009; 281/2010; 262/2011; 1022/2012; 91,

143, 144, 351 y 577/2013, entre otros), sin caer en laxitudes que el ordenamiento no consiente, haya que tener

en  cuenta  las  circunstancias  del  caso  concreto  para  la  subsunción  del  mismo  en  las  causas  de  nulidad

preestablecidas por la Ley. Ello resulta no sólo conveniente, sino obligado cuando los perfiles del supuesto de

hecho no resulten nítidos. Pero en estos casos, se decía, habían de tenerse en cuenta la intensidad e importancia

del  interés público que resulte  restaurado con la revisión,  y el  perjuicio que pueda padecer el  particular, de

producirse,  que  se  convertían  así  en  cánones  hermenéuticos  que,  por  supuesto,  han  de  manejarse

prudencialmente en la apreciación de cualquier causa de nulidad.

Todo ello, ha declarado también este Consejo, es especialmente aplicable a la causa de nulidad contemplada en la

letra f) del artículo 62.1, que tiene su origen precisamente en la legislación urbanística. Hoy la jurisprudencia, para

evitar  que esta  causa  de  nulidad,  ya de  ámbito  general,  desvirtúe  el  sistema,  centra  su  aplicabilidad en  la

distinción entre requisitos esenciales y requisitos necesarios. Sólo aquéllos justificarían la nulidad. Ahora bien, esta

distinción,  difícil  desde  el  punto  de  vista  lógico  pues  lo  es  entre  género  y  especie  (lo  esencial  es  siempre

necesario), que como se sabe es convencional, sólo puede ser resuelta con un juicio de razonabilidad sobre la

situación concreta, ponderando a la hora de decidir o no la revisión, la intensidad del interés público restaurado

con ésta, y el perjuicio al administrado en su situación adquirida. En la práctica, este juicio de razonabilidad ha de

partir,  aunque no sea su único elemento, de la finalidad perseguida por la norma o normas infringidas y su

relevancia para la protección de los intereses públicos siempre preferentes.
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Dicho de otra manera, de no procederse en la forma expuesta se corre el riesgo de considerar que en materia

urbanística, la regla general sería la nulidad de pleno derecho, lo que lisa y llanamente resulta inadmisible.

Pues bien, en un caso como el presente en el que no estamos ante una inobservancia nimia o que no revele una

afectación  especial  del  interés  público  (dictámenes  466  y  546/2010,  entre  otros),  sino  ante  un  cúmulo  de

ilegalidades que vienen, como dice la propuesta, a eludir tanto las exigencias relativa a la tipología de vivienda,

como las concernientes a la ocupación máxima de la parcela, ha de considerarse que concurre la causa de nulidad

referida.

La empresa que obtuvo la licencia no discute tal cuestión, limitándose a afirmar que dado que no se contemplan

indemnizaciones por los daños y perjuicios, se reserva el derecho de hacer alegaciones. Es evidente que esto

último no le hubiera impedido formularlas en relación con la nulidad, con lo que ha perdido la ocasión, en esta vía,

de defenderse.

En todo caso, en cuanto a la pretensión indemnizatoria, ha de afirmarse que aunque es posible que la declaración

de nulidad establezca las indemnizaciones que procedan, como recoge el artículo 102.4 de la Ley 30/1992, para

ello es necesario, como ese precepto expresa, que se den las circunstancias previstas en los artículos 139.2 y

141.1 de la Ley 30/1992, sin que el expediente arroje elementos para un pronunciamiento sobre el tema, pues ni

resultan del mismo ni se alegan por la empresa interesada, por lo que su determinación habría que articularse, en

su caso, a través del oportuno procedimiento de responsabilidad patrimonial.

CONCLUSIÓN

Se dictamina favorablemente la declaración de nulidad elaborada en el expediente tramitado por el Ayuntamiento

de Almuñécar (Granada), referido a la revisión de oficio del acuerdo de la Comisión de Gobierno de 27 de mayo de

2003, por el que se concedió licencia a la mercantil “G., S.L.”.
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